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ARTÍCULO 1. El Consejo Universitario ACUERDA incluir en el 
orden del día el Dictamen CAFP-9-2026 sobre la Modificación 
Presupuestaria n.° 5-2026.

ARTÍCULO 2. El Consejo Universitario ACUERDA modificar 
el orden del día para que, posterior a los Informes de 
personas coordinadoras de comisión, se analicen el Dictamen  
CAFP-6-2026 referente a la Modificación Presupuestaria  
n.° 6-2026, el Dictamen CAFP-8-2026 en torno a la Licitación 
Mayor 2026LY-000001-0000900001, denominada “Servicio de 
limpieza por demanda para la Universidad de Costa Rica”, y el 
Dictamen CAFP-9-2026 sobre la Modificación Presupuestaria  
n.° 5-2026.

ARTÍCULO 3. El Consejo Universitario aprueba el acta de la 
sesión n.° 6984, ordinaria, del jueves 9 de abril de 2026, sin 
observaciones de forma.

ARTÍCULO 4. Informes de miembros

Las señoras y los señores miembros del Consejo Universitario 
se refieren a los siguientes asuntos: reconocimiento a personas 
estudiantes por participación en programa de liderazgo, 
felicitación a docente jubilado por reconocimientos recibidos, 
solidaridad con la comunidad estudiantil de la Universidad de 
San Carlos de Guatemala, análisis de la Universidad de Costa 
Rica en función de la sociedad costarricense con respecto al 
pago de intereses del país, aclaración con respecto a la compra 
de vehículos institucionales, reflexión en torno al desarrollo de 
infraestructura universitaria en contextos financieros adversos, 
comentario relacionado con solicitud de suspender proceso 
de contratación en el Sistema Integrado de Compras Públicas, 
y reflexión en torno al primer semestre de labores de las 
representaciones estudiantiles en el Consejo Universitario y del 
Directorio de la Federación de Estudiantes de la Universidad de 
Costa Rica.

ARTÍCULO 5. Informes de personas coordinadoras de 
comisiones

•	 Comisión de Asuntos Jurídicos (CAJ)

	 La M. Sc. Esperanza Tasies Castro expresa que la CAJ es muy 
importante porque la comunidad universitaria accede a 
la justicia a través de ella. Puntualiza que asumió la CAJ 
con 16 casos pendientes, ingresaron 21, para un total de 
37 casos. De estos, hay 8 cerrados o atendidos, más 4 que 

se encuentran en proceso de revisión por parte de las 
personas miembros.

	 Remarca que en esta comisión se cuenta con la asesoría 
del Lic. Rafael Jiménez Ramos, asesor de la Unidad de 
Estudios del Centro de Información y Servicios Técnicos 
(CIST), a quien agradece muchísimo su trabajo; asimismo, 
tienen el apoyo de la Licda. Marjorie Chavarría Jiménez, 
asesora de la Unidad de Estudios del CIST, y de la  
M. Sc. Tatiana Villalobos Quesada, de la Oficina Jurídica 
(OJ), como asesora. También participan en esta comisión el  
Ing. Olman Vargas Zeledón, el Mag. Hugo Amores Vargas, el 
Dr. Francisco Guevara Quiel y su persona. Recientemente, 
trasladaron algunos de los dictámenes a la OJ, por lo cual 
tomarán un poco más de tiempo. Esto lo informa a fin de 
que aquellas personas que se encuentren pendientes de 
recibir un dictamen conozcan que están en este proceso.

•	 Comisión de Asuntos Estudiantiles (CAE)

	 La Dra. Natalia Solano Meza aprovecha el espacio para 
agradecer el trabajo de las personas asesoras de la 
CAE: Licda. Marjorie Chavarría Jiménez y MBA. Javier 
Fernández Lara.

	 Asimismo, aprovecha para expresar que esta comisión no 
podría funcionar sin los aportes de las dos representaciones 
estudiantiles ante el Consejo Universitario. Desea señalar 
a las representaciones estudiantiles que es un honor 
contar con sus contribuciones en esta y otras comisiones. 
Considera que, dada la naturaleza de los temas que se 
tratan en esta comisión en particular, el hecho de que las 
dos personas representantes estudiantiles formen parte 
de ella le da un viraje a la calidad de las discusiones que 
llevan a cabo.

ARTÍCULO 6. La Comisión de Asuntos Financieros y 
Presupuestarios presenta el Dictamen CAFP-6-2026 referente a 
la Modificación Presupuestaria n.° 6-2026.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 La Rectoría eleva al Consejo Universitario la Modificación 
Presupuestaria n.° 6-2026, elaborada por la Oficina de 
Planificación Universitaria (R-3548, del 19 de mayo de 
2026).

2.	 La Modificación Presupuestaria n.° 6-2026 es por un 
monto de ¢2 841 319 080,39 (dos mil ochocientos 
cuarenta y un millones trescientos diecinueve mil ochenta 
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colones con treinta y nueve céntimos) y se lleva a cabo 
con el propósito de dar contenido presupuestario a la 
partida de Remuneraciones (Unidad de Servicios Básicos) 
y, de esta manera, sufragar obligaciones pendientes de 
pago derivadas de la resolución de la Sala Constitucional  
n.° 2025-008201 para algunas personas funcionarias activas 
y exfuncionarias. Además, se da contenido presupuestario 
para que la Oficina de Recursos Humanos pueda tramitar 
reasignaciones pendientes de pago con cargo a dicha 
unidad y otros ajustes menores en Remuneraciones.

3.	 Las proyecciones del gasto se elaboraron, en conjunto, 
por las Oficinas de Recursos Humanos, Administración 
Financiera y Planificación Universitaria. Tanto el origen 
como la aplicación de los recursos se resumen en la 
siguiente tabla:

	 Resumen del rebajar y aumentar de la 
Modificación Presupuestaria n.° 6-2026

Rebajar 

Balance Salario Escolar (Unidades 
Varias) 770 314 634,85

Prestaciones legales (Unidad de 
Pago de Servicios Básicos) 2 071 004 445,54

Total a rebajar 2 841 319 080,39

Aumentar

Balance Salario Escolar (Unidades 
Varias) 704 774 302,79

Salario Base 29 860 000,00

Ajuste por reasignación 13 555,00

Recargo por jornada especial 4 290 412,00

Escalafón 37 325 000,00

Anualidad 1 303 937 728,00

Restricción al Ejercicio Liberal de 
la Profesión 14 930 000,00

Décimo Tercer Mes (del Aguinaldo 
Salario Escolar) 295 460 498,84

Asignación Profesional 3 520 603,00

Otras Remuneraciones 3 000 000,00

Cargas patronales varios objetos 
de gasto 444 206 980,76

Total a aumentar ¢2 841 319 080,39

Fuente: Elaborado por la OPLAU.

4.	 Las observaciones efectuadas por la Oficina de Contraloría 
Universitaria, mediante el oficio OCU-R-063-A-2026, del 2 de 
junio de 2026, se atendieron por parte de la Administración 
con el oficio R-4284-2026, del 15 de junio de 2026.

ACUERDA

1.	 Aprobar la Modificación Presupuestaria n.° 6-2026, por 
un monto de ¢2 841 319 080,39 (dos mil ochocientos 
cuarenta y un millones trescientos diecinueve mil ochenta 
colones con treinta y nueve céntimos).

2.	 Solicitar a la Administración atender las observaciones 
de la Oficina de Contraloría Universitaria efectuadas en 
el punto 4 del oficio OCU-R-063-2026, del 2 de junio de 
2026, referente a mantener una base documental que 
fundamente y respalde, tanto técnica como legalmente, 
las decisiones presupuestarias en materia salarial, en este 
caso específico, el pago de anualidades.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 7. La Comisión de Asuntos Financieros y 
Presupuestarios presenta el Dictamen CAFP-8-2026 en torno a 
la Licitación Mayor 2026LY-000001-0000900001, denominada 
“Servicio de limpieza por demanda para la Universidad de Costa 
Rica”.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 La Oficina de Suministros, mediante el oficio OS-815-2026, 
del 9 de junio de 2026, envió a la Rectoría el expediente 
de la Licitación Mayor 2026LY-000001-0000900001, 
denominada “Servicio de limpieza por demanda para la 
Universidad de Costa Rica”, según cuantía inestimable.

2.	 La Rectoría elevó esta licitación al Consejo Universitario 
para su análisis (oficio R-4237-2026, del 12 de junio de 
2026).

3.	 La Recomendación de acto final 2026LY-000001-
0000900001 fue aprobada por la Junta de Adquisiciones 
el 25 de mayo de 2026 y contiene los elementos más 
relevantes que fundamentan la recomendación que 
se hace al Consejo Universitario para la respectiva 
adjudicación, entre ellas: 

a.	 Esta contratación se tramita por medio de la solicitud 
de contratación SICOP No. 0062026080200005.

b.	 Mediante SICOP se procedió con la publicación del 
concurso el día 12 febrero 2026.

c.	 Se recibieron y atendieron en tiempo y forma las 
siguientes solicitudes de aclaración, todas debidamente 
respondidas en SICOP:

	 Documento 7002026000000017 (16/2/2026 08:31) 
- Aclaración – Corporación González y Asociados 
Internacional Sociedad Anónima (Respondido).
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	 Documento 7002026000000049 (09/03/2026 12:16) 
– Aclaración sobre precio – Daniela Tijerino Isaza 
(Respondido).

	 Documento 7002026000000095 (06/04/2026 15:31) 
– Utilidad mínima – Servicio de Limpieza a su Medida 
SELIME Sociedad Anónima (Respondido-precluido).

	 Documento 7002026000000096 (06/04/2026 16:42) – 
Aclaración anexo 6 – Servicio de Limpieza a su Medida 
SELIME Sociedad Anónima (Respondido-precluido).

	 Documento 7002026000000098 (07/04/2026 10:48) – 
Cantidad insumos líneas de vida – Servicio de Limpieza 
a su Medida SELIME Sociedad Anónima (Respondido-
precluido).

	 Documento 7002026000000099 (07/04/2026 11:23) 
– Trabajos días feriados – Servicio de Limpieza a su 
Medida SELIME Sociedad Anónima (Respondido-
precluido).

d.	 Se recibieron dos recursos de objeción que fueron 
presentados ante la Contraloría General de la República:

	 Recurso n.o 8002026000000364 – VMA Servicios 
Integrales de Limpieza Sociedad Anónima (presentado 
el 20/02/2026 10:07).

	 Recurso n.o 8002 026000000422 – Moli del Sur Sociedad 
Anónima (presentado el 24/02/2026 20:54).

	 La Contraloría confirió audiencia especial mediante 
auto No. 8052026000000300 (02/03/2026 11:35), la cual 
fue atendida por la Administración mediante respuesta 
n.o 8062026000000628, aprobada el 12/03/2026 a las 
17:28 horas, suscrita por la Licda. Verónica Salazar 
Chinchilla, Asesoría Legal - Oficina de Suministros.

	 La Contraloría General de la República declara 
parcialmente con lugar los recursos de objeción 
interpuestos, la Administración procede a incorporar 
y modificar los aspectos señalados, y realiza la 
correspondiente comunicación de los alcances y ajustes 
efectuados.

e.	 Durante el período de recepción de las ofertas se 
tramitaron aclaraciones y modificaciones al pliego de 
condiciones, los cuales fueron comunicados mediante 
anuncios publicados en SICOP, según se detalla:

	 Anuncio n.o 33264 del 13/02/2026 13:10: se informa 
fecha correcta de la visita técnica no obligatoria.

	 Anuncio n.o 33283 del 17/02/2026 09:05: modificación 
especificaciones técnicas. 

	 Anuncio n.o 33678 del 24/03/2026 21:49: modificación 
de oficio y modificación resultado de los recursos de 
objeción presentados ante la Contraloría General de la 
República. 

f.	 La apertura de las ofertas se realizó a las 10:00 am del 
día 21 de abril 2026.

g.	 Se recibieron dos ofertas:

N.° de 
oferta

Nombre del 
oferente

Identificación Partida 
en la que 
participa

1 Servicio de 
limpieza a su 
medida SELIME 
Sociedad 
Anónima

3101143803 1

2 Compañía 
de Servicios 
Múltiples 
MASIZA 
Sociedad 
Anónima

3101179595 1

h.	 El estudio legal de las ofertas fue realizado en el Área de 
Compras Mayores de la Oficina de Suministros, del que 
se determina lo siguiente: (Ver expediente electrónico). 
Partida n.o 1. Líneas 1 a la 9.

	 Oferta: SERVICIO DE LIMPIEZA A SU MEDIDA SELIME 
SOCIEDAD ANÓNIMA

	 Cumple con las especificaciones indicadas en el pliego de 
condiciones, entre otras: lugar de entrega, presentación de 
experiencia de 4 clientes, contratos continuos mínimo de 1 
año (los mismos mantuvieron las prórrogas establecidas 
por ley) y con un servicio brindado con un mínimo de 150 
misceláneos.

	 Oferta: COMPAÑÍA DE SERVICIOS MULTIPLES MASIZA 
SOCIEDAD ANÓNIMA

	 Cumple con las especificaciones indicadas en el pliego de 
condiciones, entre otras: servicio de instalación, experiencia: 
presenta contrataciones de servicios de misceláneos de 
CCSS y BNCR que, sumadas ambas, demuestran que pueden 
atender la necesidad requerida por la administración.

	 Ambas contrataciones demuestran una cantidad de 
personal misceláneo y una vigencia que permite verificar 
que, al menos durante un período continuo de un año 
dentro de la ejecución de los servicios brindados, la 
empresa mantuvo experiencia efectiva y mantuvo el 
recurso humano necesario requerido cumpliendo así con el 
criterio de experiencia solicitado.

i.	 El análisis técnico fue realizado por la Licda. Verónica 
Bermúdez, mediante número de documento de respuesta a 
la solicitud de revisión en SICOP n.o  1895276, adjuntando 
oficio OSG-SGSC-296-2026, firmado por el MBA. Jeffry 
Cháves Carmona jefe Sección Gestión de Servicios 
Contratados, del que determina lo siguiente:
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	 Oferta: SERVICIO DE LIMPIEZA A SU MEDIDA SELIME 
SOCIEDAD ANÓNIMA

	 Cumple con las especificaciones indicadas en el pliego de 
condiciones, entre otras:

	 “Considerando que esta contratación se rige bajo la 
modalidad según demanda para un servicio de limpieza 
y que se solicitó un precio global, la empresa Servicio de 
Limpieza a su Medida, SELIME, S.A., está un -1,95% por debajo 
del rango mínimo establecido, lo cual no es sustancial, 
toda vez que el objeto primordial de la contratación es la 
prestación de un servicio y no la adquisición de bienes. Esta 
diferencia no afecta la razonabilidad del precio ni pone en 
riesgo la continuidad del objeto contractual.

	 Por lo tanto, la oferta presentada por Servicio de Limpieza 
a su Medida, SELIME, S.A., cumple técnicamente y se 
considera razonable.” (sic) 

	 Oferta: COMPAÑÍA DE SERVICIOS MULTIPLES MASIZA 
SOCIEDAD ANÓNIMA

	 Cumple con las especificaciones indicadas en el pliego de 
condiciones, entre otras:

	 “Dado que esta contratación se rige bajo la modalidad 
según demanda para un servicio de limpieza y se solicitó 
un precio global, la propuesta de la Compañía de Servicios 
Múltiples MASIZA, S.A., se sitúa en un 4,51% por encima 
del límite inferior, ubicándose así dentro de los rangos 
establecidos en el pliego de condiciones.

	 Por lo tanto, la oferta presentada por Compañía de Servicios 
Múltiples MASIZA, S.A., cumple técnicamente y se considera 
razonable.” (sic) 

j.	 En el pliego de condiciones se previó un rango de 
razonabilidad de precio de ± para cada una de las líneas de 
la siguiente forma:

	

	

	 Oferta: SERVICIO DE LIMPIEZA A SU MEDIDA SELIME 
SOCIEDAD ANÓNIMA 

	 Aunque los precios presentados se encuentran por 
debajo del rango de tolerancia mínima establecido 
en la banda de precios, del análisis realizado se 
determina que los salarios se ajustan a lo dispuesto en 
el Decreto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Asimismo, se identifican ahorros derivados de alianzas 
estratégicas con proveedores, descuentos por volumen 
de compra y economías de escala. Adicionalmente, el 
oferente garantiza que los montos ofertados permiten 
cubrir los costos asociados al servicio, insumos, equipos 
y personal, conforme a los requerimientos del pliego de 
condiciones, obteniendo además una utilidad, por lo 
que se considera el precio razonable.

	 Oferta: COMPAÑÍA DE SERVICIOS MULTIPLES MASIZA 
SOCIEDAD ANÓNIMA 

	 La oferta se encuentra dentro del rango de precios 
establecido en el pliego de condiciones, por lo que se 
considera el precio razonable.

k.	 El sistema de evaluación de ofertas que se establece en 
el pliego de condiciones considera el siguiente factor:

	 Precio: 100 %

l.	 El resultado de la evaluación de las ofertas se resume en 
la siguiente tabla:

	 Si bien, en SICOP se establece una ponderación total 
para la evaluación de las ofertas, en lo que corresponde 
al precio, en el pliego de condiciones se estableció en el 
punto 8.6 Evaluación de ofertas que se asigna el puntaje 
máximo a las ofertas que ofrezca el precio ponderado 
menor. Los puntajes se asignan a las ofertas en forma 
proporcional aplicando la siguiente fórmula: menor 
precio ofertado dividido entre el precio de la oferta en 
estudio, multiplicado por la ponderación respectiva. 
En SICOP para la oferta de MASIZA se establece una 
calificación de la evaluación del 93.82%, pero al aplicar 
lo establecido la calificación es del 81.45%.

m.	 Se cuenta con compromiso presupuestario mediante 
oficio VRA-4528-2025 y Certificación OAF-7-2026, por 
un monto de ¢1.790.700.437,14.
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n.	 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 7 y 17 
del Reglamento de Reajuste de Precios en los Contratos 
de Obra Pública y la Revisión de Precios en los Contratos 
de Bienes y Servicios, en relación con la pertinencia de 
los índices aportados en las ofertas por las empresas 
SERVICIO DE LIMPIEZA A SU MEDIDA SELIME SOCIEDAD 
ANÓNIMA y COMPAÑÍA DE SERVICIOS MÚLTIPLES 
MASIZA SOCIEDAD ANÓNIMA, en el presente acto 
motivado se emite la no objeción respecto de dichos 
índices.

o.	 Según lo dispone la Resolución de Rectoría n.o R-123-2026, 
la competencia para adjudicar contrataciones de bienes y 
servicios mayor de ¢903.837.123,00 recae sobre el Consejo 
Universitario.

4.	 Tanto la Oficina Jurídica (OJ-64-2026, del 1.° de junio 
de 2026) como la Oficina de Contraloría Universitaria  
(OCU-R-067-A-2024, del 5 de junio de 2026) señalan que no 
tienen observaciones respecto del proceso de la Licitación 
Mayor 2026LY-000001-0000900001, denominada “Servicio 
de limpieza por demanda para la Universidad de Costa Rica”.

ACUERDA

Adjudicar la Licitación Mayor 2026LY-000001-0000900001, 
denominada “Servicio de limpieza por demanda para la 
Universidad de Costa Rica” de la siguiente manera:

A: SERVICIO DE LIMPIEZA A SU MEDIDA SELIME SOCIEDAD 
ANÓNIMA, cédula jurídica n.° 3101143803

•	 Partida 1 (líneas 1 a 9)

Línea 1

Descripción: SERVICIO DE LIMPIEZA O MISCELÁNEOS

Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢473 158,36

Precio unitario con impuestos: ¢482 621,52

Impuesto valor agregado: ¢9 463,16

Línea 2

Descripción: SERVICIO DE LIMPIEZA O MISCELÁNEOS

Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢532 194,94

Precio unitario con impuestos: ¢542 838,83

Impuesto valor agregado: ¢10 643,89

Línea 3

Descripción: SERVICIO DE LIMPIEZA O MISCELÁNEOS

Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢514 696,14

Precio unitario con impuestos: ¢524 990,06

Impuesto valor agregado: ¢10 293,92

Línea 4

Descripción: SUPERVISOR DE SERVICIO DE LIMPIEZA

Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢523 763,04

Precio unitario con impuestos: ¢534 238,30

Impuesto valor agregado: ¢10 475,26

Línea 5

Descripción: COORDINADOR DE SERVICIO DE LIMPIEZA

Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢675 225,17

Precio unitario con impuestos: ¢688 729,67

Impuesto valor agregado: ¢13 504,50

Línea 6

Descripción: SERVICIO DE ALQUILER DE CEPILLO INDUSTRIAL

Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢869,21

Precio unitario con impuestos:¢886,59

Impuesto valor agregado: ¢17,38

Línea 7

Descripción: SERVICIO DE ALQUILER DE CEPILLO INDUSTRIAL

Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢ 886,58

Precio unitario con impuestos: ¢904,31

Impuesto valor agregado: ¢17,73

Línea 8

Descripción: SERVICIO DE ALQUILER DE ASPIRADORA PARA    LIMPIEZA INDUSTRIAL
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Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢348,31

Precio unitario con impuestos: ¢355,27

Impuesto valor agregado: ¢6,96

Línea 9

Descripción: ESCALERA ALUMINIO ABRIR 1,20 m DE ALTURA,    3 PELDAÑOS CARGA MAXIMA 150 kg PESO 4,95 kg

Cantidad 1

Precio unitario sin impuestos: ¢174,68

Precio unitario con impuestos: ¢178,17

Impuesto valor agregado: ¢3,49

Fecha de inicio y ejecución

La Administración establecerá la orden de inicio previa 
coordinación con el contratista, la cual será emitida por la 
Sección Gestión de Servicios Contratados.

Previo al inicio de los servicios, el contratista, deberá presentar, 
ante la Sección Gestión de Servicio Contratados, copia de las 
pólizas de seguros vigentes y el ente asegurador, que cubra al 
personal asignado en las labores de limpieza en la Institución.

Vigencia del contrato:

De un (1) año, el cual podrá ser prorrogado por tres periodos 
iguales hasta un máximo de cuatro (4) años. Las prórrogas 
deberán efectuarse en un plazo mínimo de tres meses de 
anticipación, previo acuerdo entre las partes; mediante 
notificación escrita a la Unidad de Ejecución Contractual de la 
Oficina de Suministros.

Supervisión:

Este contrato será supervisado por la Licda. Verónica Bermúdez, 
funcionaria de la Sección Gestión de Servicios Contratados, 
Oficina de Servicios Generales.

Lugar del servicio:

Todas las unidades de la Universidad de Costa Rica que 
requieren del servicio.

Forma de pago:

De acuerdo con lo establecido en el artículo 19 del Reglamento 
de la Ley General de Contratación Pública.

TODO DE ACUERDO CON EL PLIEGO DE CONDICIONES Y OFERTA 
CORRESPONDIENTE

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 8. La Comisión de Asuntos Financieros y 
Presupuestarios presenta el Dictamen CAFP-9-2026 sobre la 
Modificación Presupuestaria n.° 5-2026.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 La Oficina de Planificación Universitaria, mediante el oficio 
OPLAU-348-2026, del 3 de junio de 2026, remitió a la 
Rectoría la Modificación Presupuestaria n.° 5-2026. Por su 
parte, la Rectoría aprobó y envió al Consejo Universitario 
estos documentos para su análisis (oficio R-3989-2026, del 
4 de junio de 2026).

2.	 La Modificación Presupuestaria n.° 5-2026, relacionada 
con movimientos en la relación de puestos, es por un 
monto total de ¢781 863 824,78 (setecientos ochenta y 
un millones ochocientos sesenta y tres mil ochocientos 
veinticuatro con setenta y ocho céntimos) y tiene un costo 
de ¢82  262 755,98 (ochenta y dos millones doscientos 
sesenta y dos mil setecientos cincuenta y cinco con 
noventa y ocho céntimos), el cual se genera de la diferencia 
entre el costo de las plazas que se aumentan y el costo de 
las plazas que se rebajan.

3.	 Los recursos para financiar el costo de la Modificación 
Presupuestaria n.° 5-2026 fueron presupuestados en 
la unidad 050930-0008000 Pago de Servicios Básicos,  
del Programa de Administración, en el presupuesto 
ordinario 2026.

4.	 Los movimientos de la relación de puestos institucional 
incorporados en la Modificación Presupuestaria n.° 5-2026 
son los siguientes:

Tipo de movimiento Cantidad de 
solicitudes

Reasignaciones 21

Cambio en catálogo de plazas 4

Traslados 4

5.	 La Oficina de Contraloría Universitaria (OCU), mediante el 
oficio OCU-R-070-A-2026, del 18 de junio de 2026, expuso 
su criterio referente a la Modificación Presupuestaria 
n.° 5-2026. Sobre el particular, manifestó que su análisis 
consistió en verificar que esta modificación haya cumplido 
con los principios y las normas básicas que regulan el 
proceso presupuestario y contable, así como con los 
procedimientos y controles administrativos vigentes.
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	 Por lo tanto, de acuerdo con el alcance del análisis, la OCU 
emitió las siguientes sugerencias:

	 (…) Incorporar al expediente una justificación más amplia 
y documentación adicional de actos administrativos que 
respalden los movimientos de las plazas 1805 y 1810, solicitados 
en el oficio ORH-080-2026.

	 Fortalecer los mecanismos de control interno para asegurar 
que, en lo sucesivo, todo movimiento incluido en modificaciones 
presupuestarias cuente con documentación completa, 
suficiente y verificable, en apego a la normativa aplicable.

6.	 En respuesta a las dos sugerencias de la Oficina de 
Contraloría Universitaria, la Administración remitió el oficio 
ORH-4381-2026, del 30 de junio de 2026, mediante el cual 
atendió ampliamente los requerimientos. A continuación, 
se retoman los siguientes extractos:

	 En cuanto a las plazas 1805 y 1810:

	 (…) en ambos casos el procedimiento administrativo siguió 
una secuencia claramente identificable y documentada, 
consistente en: i) el movimiento de personal que originó la 
necesidad de redistribuir la jornada; ii) la solicitud presentada 
por la Oficina de Suministros; iii) la creación de la nueva plaza 
y la modificación de la plaza original en el Sistema Integrado 
de Recursos Humanos; iv) la comunicación formal de dichos 
movimientos a la dependencia interesada para la continuación 
de los trámites administrativos correspondientes; y, finalmente, 
v) la actualización del Catálogo de Plazas Administrativas 
mediante el oficio ORH-80-2026, con el propósito de mantener 
la concordancia entre dicha herramienta y la información 
registrada en el Sistema Integrado de Recursos Humanos.

	 Sobre fortalecer los mecanismos de control:

	 (…) esta Oficina comparte el interés de fortalecer la 
documentación que acompaña este tipo de trámites, con 
el propósito de facilitar el proceso de revisión, mantener 
expedientes completos y contribuir a una gestión más ágil de 
las modificaciones presupuestarias, reduciendo la necesidad de 
requerimientos posteriores de información.

	 Por ende, para cualquier caso futuro se incorporan a la solicitud 
de cambio de datos en el catálogo, las acciones de personal 
pertinentes y los documentos intercambiados con las Unidades 
de Trabajo.

	 Asimismo, considerando que algunos de los requisitos 
documentales asociados a estos movimientos se han 
consolidado a partir de la práctica administrativa, se estima 
conveniente valorar, de manera conjunta entre la Oficina de 
Planificación Universitaria y la Oficina de Recursos Humanos, el 
procedimiento y los requisitos aplicables a este tipo de gestiones. 
Ello permitiría contar con una comprensión integral del origen 
y alcance de estos movimientos, fortalecer la trazabilidad 

documental, uniformar criterios y optimizar el proceso de 
revisión de las modificaciones presupuestarias (oficio elevado 
a este Órgano Colegiado, con el visto bueno de la Rectoría, 
mediante la misiva OPLAU-458-2026, del 30 de junio de 2026).

ACUERDA

1.	 Aprobar la Modificación Presupuestaria n.° 5-2026, por 
un monto ¢781 863 824,78 (setecientos ochenta y un 
millones ochocientos sesenta y tres mil ochocientos 
veinticuatro con setenta y ocho céntimos), con un costo de  
¢82 262 755,98 (ochenta y dos millones doscientos sesenta 
y dos mil setecientos cincuenta y cinco con noventa y 
ocho céntimos).

2.	 Solicitar a la Administración que fortalezca los mecanismos 
de control interno relacionados con la formulación de 
las modificaciones presupuestarias, a fin de asegurar 
que todo movimiento incorporado en estas cuente 
con documentación completa, suficiente y verificable, 
en apego a la normativa aplicable, con el propósito de 
garantizar la eficiencia, la transparencia, la trazabilidad y la 
adecuada fiscalización de dichos procesos.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 9. El señor director, Dr. Keilor Rojas Jiménez, 
presenta la Propuesta de Dirección CU-22-2026 referente 
al nombramiento de la persona representante del Consejo 
Universitario en la Comisión de Becas Clyde J. Surgi para el 2026.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 El Consejo Universitario estableció, en la sesión n.º 4273, 
artículo 7, punto 3, del 24 de junio de 1997, la regulación 
para la asignación de las becas Clyde J. Surgi1.

2.	 La Rectoría, por medio de la Resolución R-4349-2000, 
del 5 de julio de 2000, aprobó el Reglamento para la 
administración y asignación del programa de becas Clyde J. 
Surgi.

3.	 El artículo 12 del Reglamento para la administración y 
asignación del programa de becas Clyde J. Surgi, sobre la 
conformación de la comisión, establece:

	 Las becas serán administradas y adjudicadas por la Comisión 
de Becas Clyde J. Surgi, en adelante denominada la comisión, 
conformada por un representante del Consejo Universitario, 
el Vicerrector de Vida Estudiantil, el Jefe de la Oficina de Becas 
y Atención Socioeconómica, un Trabajador Social de esta 
misma oficina y el Presidente de la Federación de Estudiantes 
de la Universidad de Costa Rica.

1	 Solicitar a la Vicerrectoría de Vida Estudiantil definir la normativa para la 
asignación de las becas “Clyde J. Surgi”, de acuerdo con lo establecido por la 
Universidad de Costa Rica en esta materia (...)
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	 La comisión será coordinada por el Vicerrector de Vida 
Estudiantil, a quien le corresponderá la convocatoria, 
previa solicitud del Jefe de la Oficina de Becas y Atención 
Socioeconómica.

4.	 Con el oficio R-4210-2026, del 12 de junio de 2026, la 
Rectoría envía, para el trámite correspondiente, el oficio  
ViVE-1751-2026, del 3 de junio de 2026, en el que la Vicerrectoría 
de Vida Estudiantil solicita gestionar el nombramiento de 
la persona representante del Consejo Universitario en la 
Comisión de Becas Clyde J. Surgi, para el año 2026. Lo anterior, 
de conformidad con el acuerdo del Consejo Universitario, de 
la sesión n.° 4273, artículo 7, punto 3.

ACUERDA

Nombrar al Sr. Nickolas Guevara Díaz como representante del 
Consejo Universitario en la Comisión de Becas Clyde J. Surgi 
para el 2026.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 10. El Mag. Hugo Amores Vargas, la Srta. María Paula 
Fonseca Marín, el Sr. Nickolas Guevara Díaz, el Dr. Francisco 
Guevara Quiel, el Dr. Keilor Rojas Jiménez, el Ph. D. Sergio 
Salazar Villanea, la Ph. D. Carolina Santamaría Ulloa, la  
Dra. Natalia María Solano Meza, la M. Sc. Esperanza Tasies Castro, 
la Dra. Ilka Treminio Sánchez y el Ing. Olman Vargas Zeledón 
presentan la Propuesta de Miembros CU-11-2026 en torno a 
las disposiciones para la gestión de espacios universitarios con 
enfoque de igualdad, derechos humanos y libertad de uso.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 El artículo 1 de la Constitución Política de la República 
de Costa Rica establece que: Costa Rica es una República 
democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural.

2.	 El artículo 3 del Estatuto Orgánico de la Universidad de 
Costa Rica dispone:

	 La Universidad de Costa Rica debe contribuir con las 
transformaciones que la sociedad necesita para el logro del 
bien común, mediante una política dirigida a la consecución 
de una justicia social, de equidad, del desarrollo integral, 
de la libertad plena y de la total independencia de nuestro 
pueblo.

	 Así mismo, el artículo 4 establece:

	 Respeto a las personas y a la libre expresión: Garantizar, dentro 
del ámbito universitario, la no discriminación, el diálogo 
y la libre expresión de las ideas y opiniones, así como la 
coexistencia de las diferentes visiones del mundo y corrientes 
de pensamiento, sin otra limitación que el respeto mutuo.

3.	 El artículo 5 del Estatuto Orgánico de la Universidad de 
Costa Rica establece, entre los propósitos institucionales, 
la búsqueda permanente y libre de la verdad, la justicia y el 
respeto a las diferencias, valores que deben reflejarse en la 
gestión de los espacios universitarios y en las condiciones 
para el ejercicio de los derechos de la comunidad universitaria.

4.	 La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, emitida 
por la Organización de las Naciones Unidas, plantea 
dentro de las metas del objetivo 5 lo siguiente: Asegurar la 
participación plena y efectiva de las mujeres y la igualdad de 
oportunidades de liderazgo a todos los niveles decisorios en 
la vida política, económica y pública.2

5.	 Las Políticas Institucionales 2026-2030 de la Universidad 
de Costa Rica, en distintos ejes y líneas de acción, disponen:

	 3.3 Construimos una cultura de paz inclusiva basada en los 
valores y principios humanísticos con perspectiva de género que 
consideren la diversidad, el respeto de los derechos humanos y el 
reconocimiento de los saberes diversos.

	 (...)

	 3.3.4 Propiciar acciones que sensibilicen a la comunidad 
universitaria sobre los diversos tipos de discriminación y 
violencia.

	 (...)

	 4.3.1 Desarrollar programas, proyectos y actividades de 
monitoreo, así como de gestión integral de riesgos en materia de 
salud, que permitan garantizar condiciones de salud y seguridad 
requeridas en el quehacer universitario.

	 (...)

	 4.4 Fortalecemos la cultura de seguridad institucional y de 
prevención de riesgos, con una perspectiva humanista, de género 
y de respeto a la libertad, la justicia y los derechos humanos.

6.	 Los espacios universitarios (campus, fincas, plazas, 
jardines, edificios y otras formas de infraestructura física) 
constituyen ámbitos físicos vinculados al ejercicio de las 
funciones académicas, culturales, científicas, sociales 
y democráticas de la Universidad de Costa Rica como 
institución financiada con fondos públicos y orientada al 
servicio del país, por lo que su gestión debe garantizar 
condiciones adecuadas para el uso, la permanencia, 
la participación y la convivencia de la comunidad 
universitaria y de la sociedad en general.

7.	 Corresponde a la Universidad de Costa Rica promover 
formas de gestión de espacios universitarios compatibles 
con su carácter público, democrático y autónomo, 
orientadas a garantizar condiciones de acceso, circulación 
y permanencia libres de violencia, hostigamiento, 
exclusión o restricciones arbitrarias.

2	 Naciones Unidas, (s. f.). 17 objetivos para transformar nuestro mundo. https://
ods.cr/objetivo/objetivo-5
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8.	 Los espacios universitarios constituyen ámbitos legítimos 
para el intercambio académico, cultural, social y político, 
así como para las formas de organización, expresión y 
acción colectiva propias de la vida universitaria.

9.	 El uso de los espacios universitarios se regula mediante 
normas, políticas y prácticas institucionales que pueden 
facilitar o restringir el ejercicio efectivo de derechos, lo 
que afecta de manera diferenciada a distintos sectores 
de la comunidad universitaria, particularmente a las 
mujeres y a sectores expuestos a formas diferenciadas 
de violencia, hostigamiento o exclusión debido a género, 
condición étnico-racial, orientación sexual, condición 
socioeconómica u otras condiciones.

10.	 Al mismo tiempo, la persistencia de situaciones de 
acoso, violencia y percepción de inseguridad en los 
espacios universitarios afecta de manera diferenciada 
a las mujeres y grupos en condición de vulnerabilidad e 
incide negativamente en el ejercicio pleno y efectivo de su 
derecho al uso de dichos espacios.

11.	 La seguridad en los espacios universitarios debe orientarse 
a la construcción de condiciones materiales, normativas 
y organizativas que garanticen una permanencia libre 
de hostigamiento y violencia, así como condiciones 
adecuadas para la circulación, el uso del espacio 
universitario, la manifestación pública y la protesta.

12.	 En este marco, las acciones de prevención, acompañamiento, 
vigilancia y atención de situaciones de riesgo constituyen 
herramientas al servicio de esos fines, y no el principio 
rector de las políticas de seguridad universitaria.

13.	 Las respuestas institucionales, basadas principalmente 
en el incremento de controles, protocolos restrictivos 
o mecanismos disuasivos, corren el riesgo de restringir 
el uso libre de los espacios universitarios y de afectar 
formas legítimas de reunión, organización, expresión y 
participación propias de la vida universitaria.

14.	 La seguridad institucional comprende la protección de 
las personas de la comunidad universitaria y visitantes, 
así como de los bienes, instalaciones e infraestructura 
universitaria, en correspondencia con el carácter público, 
democrático y autónomo de la Universidad de Costa Rica. 
Esta protección debe desarrollarse mediante medidas 
preventivas, justificadas y proporcionales, compatibles con 
los derechos humanos, la igualdad y no discriminación, y 
las libertades de expresión, organización y participación 
propias de la vida universitaria.

15.	 Desde esta perspectiva, la Universidad de Costa Rica, 
inspirada en los valores humanistas que orientan su 
quehacer institucional y en la búsqueda libre de la verdad 
científica, reconoce los espacios universitarios como 

ámbitos para el diálogo plural, el intercambio crítico 
de ideas y el ejercicio de las libertades de expresión, 
organización y participación. Estas libertades deben 
ejercerse con respeto a la dignidad de las personas, al bien 
común, a la convivencia democrática y a la cultura de paz 
que caracterizan la vida universitaria.

16.	 La autonomía universitaria comprende la adopción 
de formas de gestión interna del espacio universitario 
acordes con la función académica, pública, democrática y 
crítica de la Universidad.

17.	 Las medidas administrativas y de seguridad aplicables en los 
espacios universitarios deben garantizar condiciones para el 
ejercicio de las libertades de expresión, organización y acción 
colectiva, mientras evitan restricciones desproporcionadas, 
prácticas de persecución o mecanismos de vigilancia 
incompatibles con el carácter público, democrático y crítico 
de la Universidad de Costa Rica.

18.	 Corresponde a la Universidad de Costa Rica garantizar 
condiciones efectivas para el ejercicio de derechos en 
los espacios universitarios, mediante la revisión de su 
normativa, la adecuación de las prácticas de gestión de la 
infraestructura y el espacio público, y la implementación 
de medidas de seguridad con enfoque de derechos 
humanos y perspectiva de género, condición étnico-racial, 
orientación sexual, condición socioeconómica u otras 
condiciones.

ACUERDA 

1.	 Establecer como criterio orientador para la gestión de los 
espacios universitarios que toda normativa, protocolo 
o intervención institucional garantice condiciones 
adecuadas de presencia, circulación y permanencia de las 
mujeres y de sectores expuestos a formas diferenciadas 
de violencia, hostigamiento o exclusión debido a género, 
condición étnico-racial u otras condiciones, libres de 
prácticas de hostigamiento o restricciones injustificadas.

2.	 Reconocer los espacios universitarios como legítimos 
para la expresión, la organización y la acción colectiva, y 
disponer que las medidas administrativas y de seguridad 
se apliquen de manera objetiva, justificada, proporcional 
y compatible con el ejercicio de los derechos de 
participación, organización, expresión y activismo político 
de la comunidad universitaria, dentro del marco del 
ordenamiento institucional.

3.	 Prohibir prácticas de persecución, vigilancia indebida o 
señalamiento por razones de posición política, afiliación 
ideológica o participación en actividades organizativas, 
cuando estas se desarrollen en el ejercicio legítimo de 
derechos individuales y colectivos dentro de espacios 
universitarios.
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4.	 Crear un pase a la Comisión de Administración Universitaria y Cultura Organizacional para que analice y proponga modificaciones 
a los artículos 3, 4, 7 y 8 del Reglamento del Sistema de Seguridad Institucional, mediante la incorporación de criterios con enfoque 
de género, condición étnico-racial, orientación sexual, condición socioeconómica u otras condiciones, así como el resguardo de 
las libertades de expresión y organización, tal y como se detalla a continuación:

Versión actual Propuesta de modificación

ARTÍCULO 4. Principios rectores

(…)

Seguridad y prevención: La Universidad fomentará una 
cultura de seguridad institucional, por medio de la cual ejercerá 
acciones sistemáticas y preventivas, en beneficio de la seguridad 
de las personas y bienes dentro del campus universitario. Lo 
anterior, desde una perspectiva humanista, en estricto apego a 
los principios institucionales de respeto a la libertad, la justicia y 
los derechos humanos.

ARTÍCULO 4. Principios rectores

(…)

Seguridad y prevención: Mediante acciones sistemáticas Lla 
Universidad fomentará una cultura de seguridad institucional 
orientada, prioritariamente, al acompañamiento, la 
prevención y la atención de situaciones de riesgo con 
perspectiva de igualdad y no discriminación, considerando 
las diversas condiciones y características de las personas, 
como género, condición étnico-racial, orientación sexual, 
condición socioeconómica u otras condiciones, y con respeto 
a los derechos humanos y resguardo de las libertades de 
expresión, organización y participación de la comunidad 
universitaria.

por medio de la cual ejercerá acciones sistemáticas y preventivas, 
en beneficio de la seguridad de las personas y bienes dentro 
del campus universitario. Lo anterior, desde una perspectiva 
humanista, en estricto apego a los principios institucionales de 
respeto a la libertad, la justicia y los derechos humanos.

ARTÍCULO 7. Componentes del Sistema de Seguridad 
Institucional

El Sistema de Seguridad Institucional está compuesto por 
las direcciones existentes en las diferentes sedes, recintos 
y fincas experimentales y la oficina o dependencia a cargo 
del servicio de seguridad y tránsito, cuyas acciones deberán 
dirigirse a garantizar el funcionamiento del Sistema de 
Seguridad Institucional, en beneficio de las personas de la 
comunidad universitaria y visitantes que se hallen dentro de sus 
instalaciones.

Para los efectos de este reglamento, corresponderá a la 
persona que ocupe el cargo de rector o rectora la suscripción 
de los convenios u otros instrumentos normativos que se 
requieran para la debida coordinación con las autoridades 
gubernamentales. También tendrá a cargo todas aquellas 
acciones y decisiones que como representante judicial y 
extrajudicial de la Universidad de Costa Rica correspondan. 

Será responsabilidad de la Vicerrectoría de Administración 
aprobar los protocolos del servicio de seguridad y tránsito 
propuestos por la Oficina de Servicios Generales.

(…)

ARTÍCULO 7. Componentes del Sistema de Seguridad 
Institucional

El Sistema de Seguridad Institucional está compuesto por las 
direcciones existentes en las diferentes sedes, recintos y fincas 
experimentales y la oficina o dependencia a cargo del servicio de 
seguridad y tránsito, cuyas acciones deberán dirigirse a garantizar 
el funcionamiento del Sistema de Seguridad Institucional, 
en beneficio de las personas de la comunidad universitaria y 
visitantes que se hallen dentro de sus instalaciones.

Para los efectos de este reglamento, corresponderá a la persona 
que ocupe el cargo de rector o rectora la suscripción de los 
convenios u otros instrumentos normativos que se requieran para 
la debida coordinación con las autoridades gubernamentales. 
También tendrá a cargo todas aquellas acciones y decisiones que 
como representante judicial y extrajudicial de la Universidad de 
Costa Rica correspondan.

Será responsabilidad de la Vicerrectoría de Administración 
aprobar los protocolos del servicio de seguridad y tránsito, 
propuestos por la Oficina de Servicios Generales, a fin 
de garantizar que incorporen criterios de prevención, 
acompañamiento, igualdad y no discriminación por motivos 
de género, condición étnico-racial, orientación sexual, 
condición socioeconómica u otras condiciones, derechos 
humanos y respeto al ejercicio legítimo de las libertades de 
expresión, organización y manifestación pacífica dentro de 
los espacios universitarios.

(…)
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Versión actual Propuesta de modificación

ARTÍCULO 8. Objetivos del Sistema de Seguridad Institucional

Son objetivos del Sistema de Seguridad Institucional los 
siguientes:

a.	 Brindar, en los espacios e instalaciones de la Universidad 
de Costa Rica, las condiciones mínimas aceptables de 
seguridad a las personas de la comunidad universitaria y 
visitantes; todo, en el marco de los principios y propósitos 
contemplados en el Estatuto Orgánico de la Universidad de 
Costa Rica y este reglamento.

(…)

ARTÍCULO 8. Objetivos del Sistema de Seguridad Institucional

Son objetivos del Sistema de Seguridad Institucional los 
siguientes:

a.	 Brindar, en los espacios e instalaciones de la Universidad de 
Costa Rica, las condiciones mínimas aceptables de seguridad 
a las personas de la comunidad universitaria y visitantes 
orientadas a la protección integral de las personas de 
la comunidad universitaria y visitantes, con la finalidad 
de promover entornos accesibles, libres de violencia, 
hostigamiento, discriminación o restricciones arbitrarias 
al ejercicio de derechos; todo, en el marco de los principios 
y propósitos contemplados en el Estatuto Orgánico de la 
Universidad de Costa Rica y este reglamento.

(…)

5.	 Instruir a la Administración universitaria para que los protocolos de seguridad universitaria se orienten prioritariamente 
al acompañamiento, la prevención y la atención de situaciones de riesgo, mediante acciones sistemáticas, justificadas y 
proporcionales que resguarden la seguridad de las personas y bienes universitarios, sin disuadir ni restringir de manera arbitraria 
la reunión, organización, manifestación o protesta pacífica en los espacios universitarios.

6.	 Establecer la prohibición de prácticas de control que impliquen perfilamiento3, restricciones preventivas de acceso o limitaciones 
arbitrarias de permanencia en los espacios universitarios, las cuales incluyen aquellas fundamentadas en criterios políticos, 
ideológicos, de género, condición étnico-racial, orientación sexual, condición socioeconómica o de participación estudiantil, 
sindical o laboral.

7.	 Instruir a la Administración universitaria para que fortalezca los mecanismos institucionales de atención de situaciones de 
acoso, violencia o riesgo en los diferentes espacios universitarios, lo que incluye denuncias relacionadas con hostigamiento 
político o ideológico, mediante canales accesibles, respuesta oportuna y mecanismos de seguimiento, con el acompañamiento 
de las instancias universitarias competentes en la materia.

8.	 Instruir a la Administración universitaria para que elabore e implemente, en un plazo no mayor a seis meses, un plan integral 
de mejora de las condiciones materiales de los espacios universitarios, lo cual incluye iluminación, visibilidad, rutas seguras y 
espacios de permanencia, conforme a criterios de accesibilidad, seguridad y uso efectivo del espacio, con perspectiva de género, 
consideración de la condición étnico-racial, orientación sexual, condición socioeconómica u otras condiciones, y enfoque de 
derechos humanos.

9.	 Instruir a la Administración universitaria para que presente anualmente, ante el Consejo Universitario, un informe público sobre:

a)	 la evaluación de los protocolos de seguridad institucional;

b)	 las acciones institucionales de prevención y atención de situaciones de acoso, violencia o riesgo;

c)	 la implementación de medidas de mejora de las condiciones materiales de los espacios universitarios;

d)	 las evaluaciones realizadas sobre las condiciones de acceso, circulación, permanencia, seguridad y ejercicio de derechos en 
los espacios universitarios, que incorporen indicadores verificables y mecanismos participativos de consulta a la comunidad 
universitaria;

e)	 y las medidas correctivas y planes de acción adoptados a partir de los resultados obtenidos, que incluyan los principales 
avances, obstáculos identificados y acciones implementada

ACUERDO FIRME.

3	 Se entenderá por perfilamiento toda práctica discriminatoria basada exclusivamente en condiciones personales o sociales protegidas por el ordenamiento jurídico y que 
carezca de justificación objetiva, razonable y proporcional.
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ARTÍCULO 11. El señor director, Dr. Keilor Rojas Jiménez, 
presenta la Propuesta Proyecto de Ley CU-67-2026 sobre el 
proyecto de ley denominado Reforma de los incisos b) y c) y del 
último párrafo del artículo 95 del Código de Trabajo, Ley n.° 2 del 
27 de agosto de 1943 y sus reformas, y reforma del artículo 41 de 
la Ley Marco del Empleo Público, Ley n.° 10.159 del 8 de marzo del 
2022. Ley para el reconocimiento de la comaternidad, Expediente 
n.° 23.715.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 De conformidad con el artículo 88 de la Constitución Política 
de la República de Costa Rica4, la Comisión Permanente 
Especial de la Mujer de la Asamblea Legislativa solicitó el 
criterio de la Universidad de Costa Rica respecto al texto 
dictaminado del proyecto de ley Reforma de los incisos b) y 
c) y del último párrafo del artículo 95 del Código de Trabajo, 
Ley n.° 2, del 27 de agosto de 1943 y sus reformas, y reforma 
del artículo 41 de la Ley Marco del Empleo Público, Ley  
n.° 10.159, del 8 de marzo del 2022. Ley para el reconocimiento 
de la comaternidad, Expediente n.º 23.715 (oficio  
AL-CPEMUJ-0356-2024, del 15 de octubre de 2024).

2.	 Este proyecto de ley5 plantea

	 (…) modificar la legislación laboral costarricense con el fin 
de combatir las diferentes formas de discriminación en las 
actividades familiares y laborales que sufren las mujeres en 
relaciones no heterosexuales, en relación con el ejercicio de 
la maternidad y las responsabilidades provenientes de las 
labores de cuido de hijos e hijas menores de edad.

	 Además, busca garantizar la igualdad desde dos ámbitos. 
En primer lugar, en el plano de los derechos familiares, 
promueve la participación efectiva de las mujeres unidas 
por matrimonio o por unión de hecho con personas de 
su mismo sexo en las labores de cuidado y crianza de 
sus hijas e hijos, en condiciones equivalentes a las de las 
parejas de diferente sexo. En segundo lugar, en el ámbito 
de los derechos laborales, plantea el reconocimiento de 
la licencia de comaternidad para las madres trabajadoras 
que no gestaron y que mantienen un vínculo matrimonial 
o de hecho con otra mujer, en igualdad de condiciones a 
las que las personas empleadoras conceden a madres y 
padres en familias heterosexuales.

3.	 La Oficina Jurídica, mediante la Opinión Jurídica  
OJ-402-2024, del 2 de diciembre de 2024, indicó que, 
aunque no se observan afectaciones a la autonomía 

4	 Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a las materias puestas 
bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica y de las demás instituciones 
de educación superior universitaria, o relacionadas directamente con ellas, la 
Asamblea Legislativa deberá oír previamente al Consejo Universitario o al órgano 
director correspondiente de cada una de ellas.

5	 Iniciativa de las diputadas Carolina Delgado Ramírez, Olga Lidia Morera Arrieta, 
Dinorah Barquero Barquero, Luz Mary Alpizar Loaiza, Rocío Alfaro Molina, 
Cynthia Córdoba Serrano y Daniela Rojas Salas (periodo 2022-2026).

universitaria ni a la gestión institucional, ya que las 
reformas buscan proteger derechos humanos y laborales 
conforme a instrumentos internacionales y al carácter 
inclusivo de la Universidad, se recomienda tomar en 
cuenta los siguientes aspectos:

a)	 El proyecto debe reformularse para evitar 
discriminación en el empleo, ya que, tras la 
aprobación de la adopción homoparental y el 
matrimonio igualitario en Costa Rica (26 de mayo 
de 2020), las licencias y permisos propuestos 
resultan discriminatorias al contemplar solo parejas 
de mujeres y excluir a parejas homoparentales 
masculinas.

b)	 La adición del inciso d) genera desigualdad, pues 
mientras a los padres biológicos se les otorga una 
licencia de dos días por semana durante cuatro 
semanas, a la cónyuge o conviviente de la madre se 
le concede un mes con goce salarial; esto implica una 
distinción de género injustificada.

c)	 Para evitar discriminación, el beneficio debe 
otorgarse en igualdad de condiciones al padre 
biológico y a la persona cónyuge o conviviente, sea 
hombre o mujer.

d)	 Los incisos b) y d) del artículo 95 del Código de 
Trabajo deben armonizarse con el artículo 41 de la 
Ley Marco de Empleo Público, y otorgar una licencia 
de paternidad, comaternidad o copaternidad de un 
mes con goce salarial posterior al nacimiento.

4.	 Se contó con el criterio especializado de la asesoría 
de la Rectoría en materia de género6 y del Centro de 
Investigación en Estudios de la Mujer7, instancias que 
valoraron positivamente esta iniciativa con base en las 
siguientes argumentaciones:

a)	 El proyecto constituye un avance en materia de 
derechos humanos y se alinea con el cumplimiento 
de la normativa y jurisprudencia nacional e 
internacional.

b)	 El reconocimiento de la comaternidad no solo 
responde a la necesidad de adecuar el marco jurídico 
costarricense a las transformaciones en la estructura 
social y familiar, sino que también fortalece los 
valores de igualdad, inclusión y protección de los 
derechos humanos. Este progreso adquiere especial 
relevancia en un contexto global en el que las 
normativas laborales deben evolucionar para reflejar 
la diversidad de las dinámicas familiares y promover 

6	  Oficio R-8085-2024, del 19 de diciembre de 2024 (criterio de la Licda. Daniela 
Miranda Méndez).

7	 Oficio CIEM-5-2025, del 7 de enero de 2025 (criterio de la Mag. 
Alejandra Paniagua Bonilla).
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una redistribución y corresponsabilidad social del 
trabajo de cuidados.

c)	 La iniciativa visibiliza y legitima a las familias 
conformadas por parejas del mismo sexo, a la vez 
que impulsa una mayor corresponsabilidad parental 
al reconocer el rol activo y esencial de ambos 
progenitores, independientemente de su género.

d)	 Al contemplar situaciones como la adopción y la 
muerte materna, el proyecto asegura que las familias 
en circunstancias particulares cuenten con el 
respaldo necesario para ofrecer un entorno estable 
y protector a las personas menores de edad. Este 
enfoque inclusivo refuerza el principio del interés 
superior de la niñez y destaca la importancia de un 
Estado que prioriza su bienestar y el de las familias.

e)	 Este esfuerzo legislativo refleja un compromiso 
con la construcción de una sociedad más justa y 
equitativa, que reconoce y protege la diversidad 
familiar, promueve la igualdad de género y prioriza 
el bienestar integral de la niñez y las personas 
cuidadoras. Se trata de un paso transformador hacia 
un futuro más inclusivo y respetuoso de los derechos 
de todas las personas.

f )	 La iniciativa atiende la obligación estatal de tutelar los 
derechos de las familias no tradicionales. En el caso 
costarricense, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en su Opinión Consultiva OC-24/178 
(2017), reiteró el deber del Estado de: a) abstenerse de 
realizar acciones, directas o indirectas, que generen 
discriminación contra personas de la comunidad 
LGBTI+ y b) adoptar medidas positivas para revertir 
las situaciones discriminatorias existentes. Además, 
enfatizó la prohibición de establecer distinciones o 
tratos diferenciados entre parejas heterosexuales y 
del mismo sexo, así como la obligación de garantizar 
la protección de las familias en su diversidad y el 
respeto a la identidad de género.

g)	 En su estado actual, la legislación costarricense 
profundiza brechas de género en varios aspectos. 
En primer lugar, porque no reconoce licencia 
remunerada para la madre no gestante, a diferencia 
de lo que ocurre con padres biológicos o adoptivos. 
En segundo término, la igualdad de género implica 
una responsabilidad social compartida en el trabajo 
de cuidados. Para conciliar la vida familiar y laboral, 
es indispensable que el Estado adopte políticas con 
perspectiva de género. En este sentido, la licencia de 
comaternidad se inscribe dentro de las denominadas 
políticas secuenciales, orientadas a proteger los 

8	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. (2017), Opinión Consultiva 
OC-24/17: 24 de noviembre de 2017. https://corteidh.or.cr/docs/opiniones/
seriea_24_esp.pdf

ingresos de las madres trabajadoras durante el 
periodo de cuido.

h)	 El reconocimiento de la licencia de comaternidad 
constituye una medida afirmativa que permite a 
las mujeres trabajadoras no gestantes disponer de 
tiempo remunerado para ejercer la maternidad y 
asumir las labores de cuidado derivadas de la crianza 
de sus hijos e hijas. Además, la iniciativa contribuye 
al cumplimiento del deber estatal de no establecer 
distinciones ni tratos diferenciados entre parejas 
heterosexuales y del mismo sexo.

ACUERDA

Comunicar a la Asamblea Legislativa, por medio de la Secretaría 
del Directorio y de las jefaturas de fracción, que la Universidad 
de Costa Rica recomienda:

1.	 Aprobar el texto dictaminado del proyecto de ley Reforma 
de los incisos b) y c) y del último párrafo del artículo 95 del 
Código de Trabajo, Ley n.° 2, del 27 de agosto de 1943 y 
sus reformas, y reforma del artículo 41 de la Ley Marco del 
Empleo Público, Ley n.° 10.159, del 8 de marzo del 2022. Ley 
para el reconocimiento de la comaternidad, Expediente  
n.º 23.715, por los argumentos señalados en el 
considerando 4.

2.	 Valorar la incorporación de ajustes al articulado, con el 
fin de garantizar la plena observancia de los principios 
de igualdad y no discriminación, de conformidad con lo 
señalado en el considerando 3, en especial en cuanto a:

a)	 La extensión de los beneficios a todas las 
configuraciones de parentalidad, sin distinción por 
género u orientación sexual.

b)	 La armonización de las licencias laborales entre las 
distintas figuras parentales, para evitar diferencias 
injustificadas.

c)	 La congruencia del proyecto con el artículo 41 
de la Ley Marco de Empleo Público y el resto del 
ordenamiento jurídico aplicable.

3.	 Manifestar la disposición de la Universidad de Costa Rica 
para colaborar mediante el aporte de criterio técnico 
especializado, en el proceso de revisión y eventual mejora 
del texto del proyecto de ley.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 12. El señor director, Dr. Keilor Rojas Jiménez, 
presenta la Propuesta Proyecto de Ley CU-68-2026 referente 
al proyecto de ley denominado Ley para atraer talento 
especializado de carácter internacional, Expediente n.° 25.402.
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El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 La Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Sociales de 
la Asamblea Legislativa le consultó a la Universidad de Costa 
Rica su criterio sobre el proyecto de ley denominado Ley 
para atraer talento especializado de carácter internacional, 
Expediente n.° 25.402 (oficio AL-CPASOC-0280-2026, del 
11 de marzo de 2026).

2.	 De conformidad con lo establecido en el artículo 88 
de la Constitución Política de la República de Costa Rica, 
el Consejo Universitario remite el criterio institucional 
sobre el proyecto de ley titulado Ley para atraer talento 
especializado de carácter internacional, Expediente  
n.° 25.402.

3.	 En la exposición de motivos se señala que Costa 
Rica enfrenta el desafío de mantener y fortalecer su 
competitividad en un entorno global caracterizado por 
la acelerada transformación tecnológica, la economía del 
conocimiento y la creciente demanda de talento humano 
altamente especializado. Asimismo, se indica que existe 
una brecha entre la oferta nacional de profesionales y las 
necesidades del sector productivo en áreas estratégicas, 
particularmente en campos científicos, tecnológicos y 
de innovación, por lo que resulta necesario establecer 
mecanismos que faciliten la atracción de talento 
internacional especializado para contribuir al desarrollo 
productivo, la transferencia de conocimiento, la innovación 
y el fortalecimiento de la inversión extranjera directa.

4.	 El proyecto de ley tiene como objetivo establecer un 
marco jurídico que promueva la atracción y permanencia 
de talento especializado de carácter internacional 
en áreas prioritarias para el desarrollo económico y 
productivo del país, mediante la creación de incentivos 
migratorios y fiscales, así como procedimientos ágiles 
para su incorporación. Lo anterior, con el propósito de 
atender las brechas de talento existentes en sectores 
estratégicos, fortalecer la competitividad nacional, 
fomentar la transferencia de conocimiento y contribuir al 
crecimiento de la inversión, la innovación y la generación 
de capacidades en el mercado laboral costarricense.

5.	 La Oficina Jurídica, por medio de la Opinión Jurídica  
OJ-138-2026, del 9 de abril de 2026, advierte a la Asamblea 
Legislativa que, aun cuando la propuesta legislativa no 
menciona de forma expresa a la Universidad de Costa 
Rica, la inclusión de las instituciones educativas y centros 
de enseñanza superior públicos dentro de su ámbito de 
aplicación podría constituir una vulneración a la autonomía 
constitucionalmente reconocida a las universidades 
públicas. Asimismo, señala que la Universidad de Costa 
Rica, en ejercicio de su plena capacidad de autogobierno, 
cuenta con mecanismos y regímenes propios para 

la contratación de personal docente extranjero y el 
tránsito de estudiantes provenientes de otros países, 
fundamentados en criterios de excelencia académica y 
libertad de cátedra, por lo que someter dichos procesos a 
listas de áreas prioritarias definidas por órganos externos 
o a validaciones de idoneidad ajenas a la competencia 
universitaria implicaría una injerencia indebida en 
el ejercicio de sus competencias constitucionales y 
una desnaturalización de la autonomía universitaria 
garantizada por la Constitución Política de Costa Rica.

6.	 Se recibieron observaciones sobre la iniciativa de ley en 
cuestión por parte de las siguientes dependencias de la 
Universidad de Costa Rica: Oficina de Asuntos Internacionales 
y Cooperación Externa y Vicerrectoría de Investigación9. A 
continuación, se presenta una síntesis de las observaciones 
generales y luego específicas al articulado:

6.1.	 Las observaciones señalan que el proyecto parte 
de una premisa parcialmente correcta al reconocer 
una brecha entre la formación especializada y la 
demanda laboral, pero se cuestiona que de dicha 
brecha concluya la necesidad de atraer talento 
humano extranjero altamente especializado como 
mecanismo principal de solución.

6.2.	 La evidencia citada en la exposición de motivos 
revela una desalineación entre la oferta educativa 
y las necesidades del aparato productivo, así como 
una baja proporción de formación en áreas de alta 
empleabilidad y niveles de posgrado, circunstancias 
que, según el análisis realizado, evidencian la 
necesidad de fortalecer los procesos internos de 
formación, especialización y reconversión laboral.

6.3.	 Se advierte que la solución propuesta podría reducir 
los incentivos para invertir en el desarrollo del 
capital humano local y favorecer una dependencia 
estructural de talento humano externo.

6.4.	 Se considera metodológicamente improcedente la 
comparación con países miembros de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, 
citados en la exposición de motivos, debido a 
las diferencias existentes entre sus condiciones 
económicas y laborales y las de Costa Rica.

6.5.	 La atribución conferida al Ministerio de Comercio 
Exterior para definir las áreas prioritarias de talento 
humano especializado implica una delegación 
excesiva de potestades en un órgano que no ejerce 
la rectoría en materia laboral ni educativa y que 
dicha atribución podría generar discrecionalidad, 
duplicidad de competencias y problemas de 
coordinación institucional.

9	  Oficio OAICE-804-2026, del 13 de abril de 2026; y Oficio VI-1901-2026, del 25 
de marzo de 2026.  
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6.6.	 El proyecto de ley presenta una orientación 
predominante hacia sectores vinculados al régimen 
de zonas francas y al comercio exterior, lo que podría 
profundizar la dualidad estructural de la economía 
costarricense y acentuar desigualdades existentes.

6.7.	 Se cuestiona el régimen de incentivos fiscales 
propuesto, por considerar que establece un trato 
diferenciado basado en la condición migratoria 
de la persona beneficiaria y no en su capacidad 
económica.

6.8.	 El proyecto de ley no desarrolla mecanismos claros, 
objetivos ni verificables para acreditar la inexistencia 
o escasez de talento local, además, no establece 
parámetros definidos para el ejercicio de los 
controles correspondientes.

6.9.	 El ordenamiento jurídico costarricense ya contempla 
mecanismos para la contratación de personal 
extranjero conforme a la legislación migratoria y 
laboral vigente, por lo que cuestionan la necesidad 
de crear un régimen excepcional adicional.

6.10.	 Existe una ausencia en la evidencia utilizada para 
demostrar una escasez real de talento altamente 
especializado y se señala la falta de claridad 
conceptual respecto de si dicha especialización 
corresponde a grados académicos avanzados o a 
competencias y habilidades específicas.

6.11.	 Se advierte que el proyecto privilegia una visión 
centrada en áreas STEM (Ciencia, Tecnología, 
Ingeniería y Matemáticas, por sus siglas en inglés) y 
en las necesidades inmediatas del sector productivo, 
sin reconocer adecuadamente el aporte de otras 
áreas del conocimiento al desarrollo económico, la 
innovación y la formación de capacidades nacionales.

6.12.	 En relación con la aplicación del proyecto a las 
universidades públicas, se advierte que la iniciativa 
no considera adecuadamente los sistemas de 
contratación basados en mérito, carrera académica, 
concursos públicos y autonomía universitaria, lo que 
podría generar incompatibilidades con el régimen 
jurídico vigente de las instituciones de educación 
superior estatal.

6.13.	 Se considera necesaria la formulación de una 
política nacional integral sobre atracción, retención 
y formación de talento humano, articulada con la 
gestión migratoria, la inversión en investigación y 
desarrollo y la coordinación interinstitucional, en 
lugar de adoptar medidas aisladas de carácter fiscal 
y migratorio.

OBSERVACIONES ESPECÍFICAS

6.14.	 En el artículo 1 se observa que la determinación 
de las áreas estratégicas de alta demanda queda 
concentrada en el Ministerio de Comercio Exterior 
(COMEX), sin participación expresa de otras 
instituciones competentes, lo que podría generar 
problemas de coordinación institucional y eventuales 
afectaciones a la autonomía universitaria.

6.15.	 Se señala una inconsistencia técnica entre las 
definiciones de “talento especializado” y “trabajador 
especializado” contenidas en el artículo 3, debido 
a que la segunda no incorpora expresamente el 
carácter escaso de las habilidades que justifica la 
existencia del régimen especial.

6.16.	 En relación con la definición de persona beneficiaria 
prevista en el artículo 3, se señala que el acceso 
a los beneficios se limite a personas extranjeras, 
sin considerar mecanismos equivalentes para 
nacionales que posean competencias similares o 
para la atracción de talento costarricense radicado 
en el exterior.

6.17.	 En el artículo 7 se advierte una posible superposición 
con categorías migratorias ya contempladas en la 
Ley General de Migración y Extranjería, lo que genera 
incertidumbre sobre la articulación entre ambos 
regímenes y sobre el tratamiento aplicable a quienes 
no se encuentren dentro de las áreas estratégicas 
definidas por COMEX.

 6.5.	 Se señala que el articulado no define el alcance 
del concepto STEM ni establece los criterios para 
su delimitación, circunstancia que podría trasladar 
aspectos sustantivos de la regulación a disposiciones 
reglamentarias o a determinaciones administrativas 
posteriores.

6.6.	 Se plantea la necesidad de aclarar si las universidades 
públicas quedarían sujetas a la obligación de rendir la 
caución prevista en el artículo 11, inciso 9), y que, en 
caso de resultar aplicable dicha obligación, debería 
valorarse el establecimiento de una exoneración 
para esas instituciones.

ACUERDA

Comunicar a la Asamblea Legislativa, por medio de la Comisión 
Permanente Ordinaria de Asuntos Sociales, que la Universidad 
de Costa Rica recomienda no aprobar el proyecto de ley 
denominado Ley para atraer talento especializado de carácter 
internacional, Expediente n.° 25.402.
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La Universidad de Costa Rica queda en la mejor disposición de 
colaborar con el criterio de personas expertas para aportar en 
este proyecto de ley.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 13. La Comisión de Docencia y Posgrado presenta 
el Dictamen CDP-2-2026 en torno a analizar la pertinencia de 
realizar una adición al acuerdo aprobado en el artículo 8 de 
la sesión ordinaria n.° 6317, según lo indicado en la Opinión 
Jurídica OJ-359-2025.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 El Consejo Universitario en la sesión n.° 6317, artículo 8, 
del 26 de setiembre de 2019, tomó una serie de acuerdos 
relacionados con el título profesional y certificado de uso 
social de doctor o doctora que la Universidad de Costa 
Rica confiere de manera adicional a las personas que se 
gradúan de licenciatura de las carreras del Área de Salud. 
Este tipo de certificación se confiere en virtud de su 
aplicación social y por el hecho de que el plan de estudios 
incluye prácticas clínicas o un internado, asociados ambos 
a la formación clínica fundamental para el cuido de la 
salud de las personas.

2.	 Desde el año 2020, la Universidad de Costa Rica otorga el 
certificado de uso social de doctor o doctora en aquellas 
carreras del Área de Salud que incluyen en su plan de 
estudios prácticas clínicas o internado. Anteriormente, 
dicha certificación se denominaba título profesional de 
doctor o doctora y se otorgaba solamente en las carreras 
de Medicina, Odontología, Microbiología y Farmacia.

3.	 De conformidad con los acuerdos adoptados por el 
Consejo Universitario en la sesión n.° 6317, artículo 8, 
del 26 de setiembre de 2019, se autorizó a la Escuela de 
Nutrición el otorgamiento de la certificación del título 
profesional de doctor o doctora a quienes se hayan 
graduado antes del 2020 en la carrera de Nutrición, con 
base en el plan de estudios de Bachillerato y Licenciatura 
en Nutrición, aprobado por la Vicerrectoría de Docencia, 
mediante la resolución VD-R-8331-2008, publicada en 
La Gaceta Universitaria n.° 50-2008, del 18 de febrero de 
2009, y cuya última actualización fue realizada mediante 
la adición a la resolución VD-R-9858-2017, publicada en 
el Alcance a La Gaceta Universitaria, n.° 35-2018, del 24 
de febrero de 2019. A partir del año 2020, las personas 
estudiantes que se graduaran de dicho plan de estudios 
recibirían el certificado de uso social de doctor o doctora 
en Nutrición.

4.	 En los acuerdos adoptados por el Consejo Universitario 
sesión n.o 6317, artículo 8, del 26 de setiembre de 2019, se 

identifican dos mecanismos de retroactividad vinculados 
con el reconocimiento objeto de análisis. En primer lugar, 
dicho mecanismo se encuentra previsto en el punto 1,  
inciso f ), el cual regula la aplicación retroactiva del certificado 
de uso social de doctor o doctora para aquellas carreras del 
Área de Salud que opten por otorgar dicho reconocimiento. 
En segundo término, la retroactividad se desarrolla en los 
apartados 2.1 y 2.2 del acuerdo, los cuales se refieren al 
otorgamiento del certificado de título profesional de doctor 
o doctora a las personas graduadas con anterioridad al año 
2020 del plan de estudios de Bachillerato y Licenciatura 
en Nutrición, aprobado por la Vicerrectoría de Docencia 
mediante la Resolución VD-R-8331-2008.

5.	 La Oficina Jurídica, mediante la Opinión Jurídica, del 16 
de setiembre de 2025, ante una consulta realizada por la 
Vicerrectoría de Docencia10, señaló que existe una omisión 
en los acuerdos que tomó el Órgano Colegiado en la 
sesión n.o 6317, artículo 8, del 26 de setiembre de 2019, 
en relación con la retroactividad aplicable a la Escuela de 
Nutrición, en el caso de los planes de estudio que fueron 
aprobados antes de que entrara en vigor la Resolución  
VD-R-8331-2008, en los cuales ya se incluía la realización 
de prácticas clínicas o de internado.

6.	 El otorgamiento del título profesional y del certificado 
de uso social se encuentra intrínsecamente vinculado 
con la formación clínica o la realización de un internado 
como parte del plan de estudios cursado por la persona 
solicitante. Bajo esta premisa, cuando del estudio 
efectuado por la unidad académica correspondiente se 
desprenda la existencia de una formación clínica o de 
internado suficiente, no debería subsistir una restricción 
como la establecida en los acuerdos de la sesión n.° 6317 
para el caso específico de la Escuela de Nutrición.

7.	 Mantener una limitación temporal, en los términos 
definidos en dicha sesión, respecto a la posibilidad de 
que acceder a este reconocimiento, podría configurar 
un trato desigual o potencialmente discriminatorio en 
comparación con otras poblaciones estudiantiles. En 
particular, aquellas personas que, aun no habiendo 
cursado el plan de estudios vigente en 2008, sí recibieron 
una formación clínica sustancialmente equivalente que las 
haría meritorias del otorgamiento del título profesional de 
doctor o doctora.

8.	 La eventual aplicación retroactiva de este beneficio debe 
condicionarse a la verificación objetiva y técnica de la 
formación clínica por parte de las instancias competentes. 
Desde esta perspectiva, resulta razonable y proporcional 
introducir una modificación a los acuerdos adoptados 
por el Consejo Universitario en la sesión de referencia, 
en concordancia con la recomendación formulada por la 

10	 Oficio VD-3847-2024, del 7 de noviembre de 2024.
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Oficina Jurídica, a fin de garantizar criterios de equidad, 
razonabilidad y congruencia normativa en el otorgamiento 
del reconocimiento en cuestión.

9.	 En este contexto, es pertinente modificar los puntos 2.1 y 
4.1.2, de los acuerdos de la sesión n.° 6317, artículo 8, del 26 de 
setiembre de 2019, con el propósito de ajustar la aplicación 
del principio de retroactividad en el otorgamiento de dicho 
reconocimiento, tal y como se contempló en el punto 1, 
inciso f ) del mismo acuerda, de modo que se asegure su 
alcance a quienes hayan cumplido con dichos componentes 
prácticos como parte integral de su formación profesional.

ACUERDA

Modificar la redacción de los puntos 2.1 y 4.1.2 del acuerdo de 
la sesión n.° 6317, artículo 8, del 26 de setiembre de 2019, para 
que se lean de la siguiente manera:

(…)

2. 	 Comunicar a la Escuela de Nutrición que se aprueba la 
solicitud presentada ante este Órgano Colegiado para el 
otorgamiento del certificado de título profesional doctor, 
y para lo cual debe proceder de la siguiente manera:

2.1	 Gestionar, ante la Oficina de Registro e Información, 
el otorgamiento del certificado de título profesional 
de doctor a quienes se hayan graduado antes 
del año 2020 del plan de estudios de bachillerato 
y licenciatura en Nutrición, aprobado por la 
Vicerrectoría de Docencia, mediante la resolución 
VD-R-8331-2008, publicada en La Gaceta Universitaria 
N.° 50-2008, del 18 de febrero de 2009, y cuya última 
actualización fue realizada mediante la adición a la 
resolución VD-R-9858-2017, publicada en el Alcance 
a La Gaceta Universitaria, N.° 35-2018, del 24 de enero 
de 2019. Asimismo, la presente disposición será 
aplicable a aquellos planes de estudio anteriores al 
referido que incluyeran prácticas clínicas o internado, 
conforme al estudio que realice la Dirección de la 
Escuela de Nutrición.

	 (…)

4.	 Comunicar a la Oficina de Registro e Información, 
mediante la Vicerrectoría de Vida Estudiantil, lo siguiente:

4.1	 En el caso del otorgamiento del certificado asociado 
al uso social de doctor o doctora en Nutrición, se 
proceda de la siguiente manera:

		  (…)

4.1.2	 Aplicar el otorgamiento retroactivo del 
certificado a quienes se hayan graduado del 
plan de estudios de bachillerato y licenciatura 
en Nutrición, aprobado mediante la resolución 
VD-R-8331-2008, publicada en La Gaceta 
Universitaria N.° 50-2008, del 18 de febrero 
de 2009, y cuya última actualización fue 
realizada mediante la adición a la resolución  
VD-R-9858-2017, publicada en el Alcance a 
La Gaceta Universitaria, N.° 35-2018, del 24 
de enero de 2019. Asimismo, la presente 
disposición será aplicable a aquellos planes de 
estudio anteriores al referido que incluyeran 
prácticas clínicas o internado, conforme al 
estudio que realice la Dirección de la Escuela 
de Nutrición.

	 (…)

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 14. El Ing. Olman Vargas Zeledón presenta la 
Propuesta Proyecto de Ley CU-74-2026 referente al proyecto 
de ley denominado Ley de Armonización del Sistema Eléctrico 
Nacional, Expediente n.° 23.414.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 El Consejo Universitario, en las sesiones n.os 6706,  
artículo 10, del 8 de junio de 2023, y 6809, artículo 5, del 
6 de junio de 2024, emitió el criterio institucional respecto 
al texto base11 y al texto dictaminado12 del proyecto Ley 
de Armonización del Sistema Eléctrico Nacional, Expediente 
n.° 23.414, con fundamento en los criterios recibidos 
por diversas unidades académicas de la Universidad 
de Costa Rica13. En ambas ocasiones el Órgano 
Colegiado recomendó no aprobar dicha iniciativa de ley, 
principalmente porque la propuesta debilita el modelo 
social de derecho y la institucionalidad pública en favor de 
un esquema mercantilista.

2.	 El Departamento de la Secretaría del Directorio, por medio 
del oficio AL-DSDI-OFI-0056-2026, del 12 de mayo de 

11	 El acuerdo del Consejo Universitario, relativo al texto base del Proyecto de 
ley n.° 23.414, fue comunicado por la Rectoría a la Comisión Permanente de 
Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa el 13 de junio de 2023, 
mediante el Comunicado R-162-2023.

12	 El acuerdo del Consejo Universitario, relativo al texto dictaminado del Proyecto 
de ley n.° 23.414, fue comunicado por la Rectoría a la Asamblea Legislativa el 10 
de junio de 2024, por medio del Comunicado R-150-2024.

13	 Los acuerdos del Consejo Universitario se sustentaron en los criterios 
aportados por diversas unidades académicas. En lo correspondiente al 
texto base, se consideraron los aportes de la Escuela de Ingeniería Eléctrica, 
la Escuela de Ingeniería Química, la Escuela de Administración Pública, la 
Escuela de Psicología y la Escuela de Trabajo Social. Por su parte, para el 
texto dictaminado, se integraron los criterios provenientes de la Escuela de 
Ingeniería Eléctrica, la Escuela de Trabajo Social, la Escuela de Ciencias Políticas 
y la Escuela de Administración Pública.
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2026, le consultó a la Universidad de Costa Rica su criterio 
sobre el texto actualizado del proyecto de ley titulado Ley 
de Armonización del Sistema Eléctrico Nacional, Expediente 
n.° 23.41414.

3.	 La Rectoría, por medio del oficio R-3383-2026, del 18 de 
mayo de 2026, remitió al Consejo Universitario la solicitud 
del criterio institucional presentada por el Departamento 
de la Secretaría Directorio de la Asamblea Legislativa 
respecto al Proyecto de ley n.° 23.414.

4.	 El proyecto Ley de Armonización del Sistema Eléctrico 
Nacional, Expediente n.° 23.414  propone una reforma 
integral del modelo de organización, gestión y 
comercialización del Sistema Eléctrico Nacional, orientada 
a permitir el libre acceso a las redes de transmisión y 
distribución, fomentar una participación balanceada 
de los sectores público y privado, incorporar nuevas 
tecnologías, promover esquemas innovadores de negocio 
entre agentes para la prestación del servicio público de 
electricidad, y la participación del mercado regional.

5.	 El texto actualizado del proyecto de ley mantiene la 
rectoría del subsistema eléctrico del Sistema Eléctrico 
Nacional en el Ministerio de Ambiente y Energía, el cual 
asumirá la dirección política y la definición de políticas 
públicas bajo un esquema de mando centralizado, en 
línea con una tendencia a fortalecer la conducción del 
Poder Ejecutivo en detrimento de la autonomía técnica 
institucional.

6.	 El proyecto establece la creación del Ente Coordinador del 
Sistema Eléctrico Nacional como una institución autónoma 
con independencia técnica y organizativa, encargada de 
fungir como operador del sistema y del Mercado Eléctrico 
Nacional, ya que se le transfieren funciones actualmente 
ejercidas por el Instituto Costarricense de Electricidad.

7.	 La Oficina Jurídica, la Opinión Jurídica OJ-212-2026, del 
9 de junio de 2026, manifestó que el proyecto de ley en 
consulta (…) no afecta la autonomía universitaria, no 
obstante, por la importancia del tema y el impacto que 
tiene en el contexto nacional, es conveniente que el Consejo 
Universitario solicite el criterio de las unidades académicas y 
los especialistas respectivos y se pronuncie acerca del fondo 
de la propuesta.

8.	 Se recibieron observaciones relativas al texto actualizado 
del presente proyecto de ley por parte de personal 
académico de diversas instancias universitarias, en 
particular de la Facultad de Ciencias Sociales15 —unidad 
que integró los criterios especializados de personas 

14	  El proyecto de ley fue propuesto por el Poder Ejecutivo (administración 2022-
2026).

15	  Oficio FCS-534-2026, del 10 de junio de 2026.

expertas de la Escuela de Antropología16, la Escuela de 
Ciencias Políticas17 y la Escuela de Trabajo Social18—, así 
como de la Escuela de Ingeniería Eléctrica19. Del análisis 
realizado, se presenta a continuación una síntesis de las 
observaciones recibidas:

8.1.	 El análisis del proyecto de ley evidencia una 
reconfiguración estructural del sector eléctrico 
costarricense, al desplazar el modelo histórico de 
integración estatal y solidaridad hacia un esquema 
basado en la competencia y la participación de 
mercado. Aunque formalmente se mantiene la 
rectoría del Estado, la apertura a agentes privados 
en actividades clave —como la generación, 
comercialización y agregadores— implica una 
fragmentación del monopolio público y una 
progresiva desnaturalización de la electricidad como 
servicio público.

8.2.	 Esta iniciativa desplaza el modelo histórico de 
integración vertical, basado en empresas públicas, 
hacia uno orientado a la apertura de mercado, la 
competencia y la participación de múltiples agentes. 
Esta transformación se articula en torno a tres ejes: 
la creación de un Mercado Eléctrico Nacional (MEN) 
de carácter mayorista, la separación funcional de 
actividades y la instauración de un Ente Coordinador 
del Sistema Eléctrico Nacional (ECOSEN) autónomo.

8.3.	 La creación del ECOSEN traslada funciones 
estratégicas del Instituto Costarricense de 
Electricidad (ICE) a una entidad adscrita al Ministerio 
de Ambiente y Energía (MINAE), lo que introduce 
riesgos de conflictos de interés por la participación de 
agentes empresariales. Además, el establecimiento 
del MEN promueve un esquema mayorista basado 
en subastas, donde la electricidad se mercantiliza 
y la planificación centralizada es sustituida por la 
lógica de mercado. Asimismo, la autorización para 
que entes generadores privados exporten energía 
al mercado regional redefine la distribución de 
beneficios, al trasladar ingresos que antes reducían 
tarifas a la esfera del lucro privado.

8.4.	 Esta reconfiguración entra en tensión con los 
principios del modelo eléctrico costarricense. La 
exclusión de la generación y comercialización del 
ámbito del servicio público redefine la energía 
eléctrica como bien económico antes que como bien 
público, lo que debilita su función como instrumento 

16	  Criterio elaborado por el Dr. Diego Lobo Montoya, docente de la Escuela de 
Antropología.

17	  Criterio elaborado por el Dr. Alberto Gutérrez Arguedas, docente e investigador 
de la Escuela de Ciencias Políticas.

18	  Criterio elaborado por el Dr. Freddy Esquivel Corella, docente de la Escuela de 
Trabajo Social.

19	  Oficio EIE-580-2026, del 11 de junio de 2026.

La Gaceta Universitaria 71 - 2026  19Sesión n.° 7007, jueves 2 de julio de 2026



de cohesión social y planificación estatal. Se 
configura así una dualidad normativa: mientras se 
enuncian principios como universalidad, solidaridad 
y sostenibilidad, el diseño operativo subordina estos 
principios a la eficiencia económica y la competencia.

8.5.	 El ICE experimenta una redefinición significativa de 
su rol. De actor central en la planificación, operación 
y expansión del sistema, pasa a desempeñar 
funciones más limitadas, sujetas a condiciones de 
competencia que trasladan riesgos económicos al 
Estado. Paralelamente, se generan condiciones más 
favorables para la rentabilidad privada, lo que puede 
alterar los equilibrios históricos que permitieron la 
universalización del servicio y la implementación de 
esquemas de subsidio cruzado.

8.6.	 En materia de planificación, el tránsito hacia un 
esquema indicativo reduce la capacidad del Estado 
para orientar estratégicamente el desarrollo del 
sector, ya que se trasladan decisiones clave a 
mecanismos de mercado como subastas y a la 
iniciativa privada. Asimismo, si bien la creación del 
ECOSEN puede interpretarse como un mecanismo 
de especialización funcional, también conlleva 
potenciales riesgos de desarticulación entre los 
procesos de toma de decisiones técnicas y los 
espacios de deliberación democrática.

8.7.	 La exclusión explícita de la generación y la 
comercialización de la categoría de servicio público 
redefine la naturaleza jurídica del sistema eléctrico 
al transformar la energía en un bien sujeto a la 
lógica de oferta y demanda. Esta redefinición resulta 
coherente con el énfasis del proyecto en la eficiencia, 
la competitividad y la minimización de costos, pero 
tensiona principios fundamentales del modelo 
costarricense, como la universalidad, la solidaridad y 
la sostenibilidad.

8.8.	 La apertura a nuevos agentes y la priorización 
del despacho al mínimo costo pueden acentuar 
la concentración económica y relegar criterios 
como la equidad, la sostenibilidad y la seguridad 
energética. En consecuencia, el proyecto se perfila 
como un retorno a un modelo de liberalización 
regulada, en contraste con la tradición del Estado 
social costarricense, donde la energía ha sido un eje 
estratégico del desarrollo nacional.

8.9.	 El proyecto reproduce esquemas de liberalización 
eléctrica promovidos desde la década de 
1990, cuyos resultados han sido ampliamente 
cuestionados. La evidencia comparada muestra que 
la privatización de estos sistemas suele traducirse en 
aumentos tarifarios para la población consumidora 
residencial y comercial, deterioro en la calidad del 

servicio y mayor inestabilidad operativa, mientras 
beneficia desproporcionadamente a grandes entes 
consumidores y empresas del sector energético. Por 
ello, el análisis no debe limitarse al contexto nacional, 
sino considerar experiencias internacionales que 
advierten sobre sus efectos. En contraste, el sistema 
eléctrico costarricense ha sido reconocido por su 
altísimo nivel de cobertura eléctrica en el territorio, así 
como una matriz eléctrica basada mayoritariamente 
en fuentes renovables.

	 En este marco, la privatización no solo plantea 
riesgos técnicos y económicos, sino también sociales, 
como lo evidencian conflictos registrados en 
diversos países e incluso procesos de reestatización 
en debate20. Estas experiencias sugieren que la 
propuesta podría implicar una ruptura con los logros 
estructurales del modelo eléctrico costarricense.

8.10.	 El proyecto de ley presenta deficiencias sustantivas 
tanto en su formulación como en su coherencia 
conceptual, evidenciadas en problemas de 
redacción, inconsistencias en la definición del 
servicio público y debilidades en el diseño de 
la gobernanza. Asimismo, se observa un alto 
grado de incertidumbre regulatoria que podría 
comprometer la estabilidad del sistema, junto con 
una posible erosión del principio de solidaridad que 
históricamente ha caracterizado al sector eléctrico. 
A ello se suma el riesgo asociado al incremento en 
el uso de generación térmica, lo cual contraviene 
objetivos de sostenibilidad.

8.11.	 La modernización del SEN debe abordar de manera 
integral el fortalecimiento de su gobernanza 
institucional, la optimización de los procesos de 
planificación y su alineación con las dinámicas 
energéticas contemporáneas. Este proceso implica, 

20	 Bolaños, R. M. y Gándara, N. (2021, octubre 14). Debido a fallas, mantenimiento 
o cortes, cada semestre se registra más de 30 mil apagones en todo el 
país. Prensa Libre. https://www.prensalibre.com/economia/debido-a-
fallas-mantenimiento-o-cortes-cada-semestre-se-registra-mas-de-30-mil-
apagones-en-todo-el-pais/
Sánchez, D. (2023, agosto 7). Colonenses se cansan de las fluctuaciones y 
protestan en Ensa. Crítica Panamá. https://www.critica.com.pa/nacional/
colonenses-se-cansan-de-las-fluctuaciones-y-protestan-en-ensa-451655
Sánchez, D. (2023, agosto 7). Colonenses en protesta tiran sus artículos dañados 
en Ensa. Panamá América. https://www.panamaamerica.com.pa/provincias/
colonenses-en-protesta-tiran-sus-articulos-danados-en-ensa-1225135
Nicaragua Investiga. (2024, julio 10). Revuelo en Nicaragua por el regreso de los 
apagones y las altas facturas de energía eléctrica. Nicaragua Investiga.https://
nicaraguainvestiga.com/nacion/149552-revuelo-en-nicaragua-por-el-regreso-
de-los-apagones-y-las-altas-facturas-de-energia-electrica/
Jiménez, V. (2025, marzo 18). Apagón nacional: ¿reflejo de un sistema eléctrico 
deficiente? Panamá América. https://www.panamaamerica.com.pa/sociedad/
apagon-nacional-reflejo-de-un-sistema-electrico-deficiente-1247284
EFE. (2025, enero 20). América Latina busca soluciones para atender la crisis 
de apagones prolongados. Infobae. https://www.infobae.com/america/
agencias/2025/01/20/america-latina-busca-soluciones-para-atender-la-crisis-
de-apagones-prolongados/
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además, promover una mayor integración de 
esquemas de generación distribuida, reducir la 
vulnerabilidad ante eventos hidroclimáticos y 
mejorar la capacidad de respuesta para la toma de 
decisiones en situaciones de emergencia. Asimismo, 
resulta fundamental limitar la injerencia política 
en la gestión técnica del sistema y consolidar un 
marco regulatorio claro, coherente y estable que 
garantice la seguridad operativa, la sostenibilidad 
del suministro y la satisfacción del interés público.

8.12.	 La apertura del mercado eléctrico en ausencia 
de un marco regulatorio sólido conlleva riesgos 
significativos, entre ellos la eventual privatización 
de los beneficios y la socialización de los costos. 
Esta situación podría derivar en señales económicas 
distorsionadas para la inversión en infraestructura 
crítica, como la transmisión y los sistemas de 
respaldo, lo que aumenta la probabilidad de fallas 
operativas, incluidos apagones derivados de 
problemas de coordinación.

8.13.	 La asignación del control del SEN al MINAE, en 
su calidad de órgano político, introduce una 
vulnerabilidad estructural al someter decisiones 
técnicas de largo plazo a dinámicas políticas de corto 
plazo. En contraposición, resulta recomendable la 
creación o el fortalecimiento de un ente técnico 
independiente, de carácter neutral y apolítico, 
encargado de la planificación y operación del 
sistema. Este ente debería contar con personas 
representantes de los sectores público, privado, 
académico y energético, así como con talento 
humano altamente calificado en ingeniería.

8.14.	 Si bien el modelo actual requiere una modernización, 
su transformación debe realizarse de manera 
cuidadosa y técnicamente fundamentada. De lo 
contrario, se corre el riesgo de perpetuar decisiones 
técnicas supeditadas a coyunturas políticas, así 
como de retrasar la adopción de tecnologías clave 
como el almacenamiento energético, la generación 
solar distribuida y la electrificación del transporte. 
Esto podría limitar la capacidad del sistema para 
responder de manera eficiente a nuevas demandas 
y patrones de consumo eléctrico emergentes.

8.15.	 La apertura del mercado eléctrico puede constituir 
un factor dinamizador del sector energético, al 
incentivar la competencia y propiciar el desarrollo 
de nuevos modelos de negocio. No obstante, este 
proceso debe ser cuidadosamente diseñado y 
sustentado en un análisis riguroso de los mecanismos 
tarifarios, los cuales requieren ser modelados y 
simulados previamente con el fin de evaluar sus 
efectos sobre la seguridad energética, la eficiencia 

económica y la evolución de los costos para los 
distintos agentes del sistema.

8.16.	 El marco normativo debe establecer con claridad 
el rol y la función social del ICE, a fin de garantizar 
que su participación continúe orientada al interés 
público. En este sentido, resulta necesario definir de 
manera explícita si el canon propuesto contribuye 
efectivamente al cumplimiento de dicha función 
social, así como su impacto en la sostenibilidad 
financiera y operativa del sistema eléctrico en su 
conjunto.

8.17.	 En tanto se avanza en la formulación de una ley 
de armonización más robusta, resulta pertinente 
considerar el aumento del límite actualmente 
permitido para la generación privada —establecido 
en un 15% por la Ley n.° 720021— hasta un 20 %. 
Esta medida constituiría una respuesta provisional 
y pragmática ante eventuales preocupaciones 
sobre la incapacidad del sistema para satisfacer el 
crecimiento de la demanda eléctrica, al tiempo que 
permitiría ampliar el margen de maniobra del sector 
energético sin comprometer un rediseño estructural 
de mayor alcance.

ACUERDA

Comunicar a la Asamblea Legislativa, por medio de la Secretaría 
del Directorio, a las jefaturas de las fracciones legislativas y al 
Consejo Nacional de Rectores, que la Universidad de Costa 
Rica recomienda no aprobar el texto actualizado del proyecto 
denominado Ley de Armonización del Sistema Eléctrico Nacional, 
Expediente n.° 23.414, en virtud de las observaciones realizadas 
en el considerando 8.

La Universidad de Costa Rica queda en la mejor disposición de 
colaborar con el criterio de personas expertas para aportar en 
este proyecto de ley.

ACUERDO FIRME.

Dr. Keilor Rojas Jiménez
Director

Consejo Universitario

21	 Ley que Autoriza la Generación Eléctrica Autónoma o Paralela.
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IMPORTANTE

La Gaceta Universitaria es el órgano oficial de comunicación de la Universidad de Costa Rica, por lo tanto, al menos un 
ejemplar, debe estar a disposición de la comunidad universitaria en las unidades académicas y en las oficinas administrativas 
de la Institución.

Todo asunto relacionado con el contenido de La Gaceta Universitaria o su distribución será resuelto por el Centro de 
Información y Servicios Técnicos del Consejo Universitario.

De conformidad con el artículo 35 del Estatuto Orgánico, todo acuerdo del Consejo Universitario, es de acatamiento 
obligatorio: “Artículo 35: Las decisiones del Consejo Universitario y su ejecución y cumplimiento serán obligatorias para el 
Rector, los Vicerrectores y para todos los miembros de la comunidad universitaria”.




